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Existe un procedimiento para fecundar, conocido como fecundación IN 
VITRO consistente en la unión del óvulo con el espermatozoide, con el fin de 
obtener embriones ya fecundados para transferir al útero materno y que 
evolucionen hasta conseguir un embarazo de manera asistida.  La fecundación IN 
VITRO presenta como carácter principal que se toma un ovulo y es lo que hace de 
forma espontánea, la producción de más ovocitos para llegar a obtener un mayor 
número de embriones y, por lo tanto, exista una mayor posibilidad de conseguir el 
embarazo. 
A pesar de tratarse de un procedimiento común en nuestros tiempos, la legislación 
colombiana no se ha ocupado de su regulación quedando en manos de la Corte 
Constitucional a través de sus decisiones. 
En otros países como Inglaterra, España, Estados unidos y Costa Rica se ha 
legislado desde hace varios años, en Costa Rica por ejemplo al realizar el 
procedimiento de Fecundación atenta el derecho a la vida y la dignidad del ser 
humano. Caso Artavia Murillo y otros vs. Costa Rica,2012. 
Esta demorado el órgano legislativo colombiano en actuar mientras como ya se 
mencionó se deberá recurrir a las decisiones de la Corte Constitucional, por lo que 
es necesario identificar la doctrina constitucional actual en dicho sentido.  
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 There is a procedure to fertilize women, known as IN VITRO fertilization 
consisting of the union of the egg with the sperm, in order to obtain fertilized embryos 
to transfer to the mother's womb and evolve to achieve an assisted pregnancy. The 
IN VITRO fertilization presents as the main character that an egg is taken and is 
what it does spontaneously every month, the production of more oocytes to get to 
obtain a greater number of embryos and, therefore, there is a greater possibility of 
obtaining the pregnancy. 
 
In spite of being a common procedure in our times, Colombian legislation has not 
dealt with its regulation, remaining in the hands of the Constitutional Court through 
its decisions. 
 
In other countries such as England, Spain, the United States and Costa Rica, for 
several years, in Costa Rica, for example, the right to life and the dignity of the 
human being has been legislated in the procedure of Fertilization. Case Artavia 
Murillo and others vs. Costa Rica, 2012. 
 
The Colombian legislative body has been delayed in acting, as already mentioned, 
the decisions of the Constitutional Court must be appealed, so it is necessary to 
identify the current constitutional doctrine in that sense. 
  









Dada la ausencia normativa que presenta la legislación colombiana, resulta 
indispensable y además necesario, abordar los desarrollos normativos realizados, 
no solo a nivel nacional, encabezado por la Corte constitucional sino también a nivel 
internacional, de la forma como se regula la fecundación IN VITRO, en aras de 
subsanar la problemática que subyace, por la carencia de regulación normativa de 
la temática mencionada. Es una situación que ha sido expuesta por muchas parejas 
aquejadas por la fertilidad, que los más anhelado para ellos es tener un hijo y el 
logar el componente familiar como máximo precepto constitucional y que por 
diversas alternativas, una de ellas el factor económico, no se ha logrado cumplir a 
cabalidad el sueño de vida, afectando el ejercicio de los derechos fundamentales 
de esas personas.  
Se trata de una investigación jurídica de carácter cualitativo que se corresponde con 
la investigación explorativa y descriptiva en la medida en que no existe mayor 
número de estudios sobre la forma como la Corte Constitucional de Colombia, ha 
asumido el procedimiento de fecundación IN VITRO y su nivel de estudio se queda 
en  lo meramente descriptivo, por consiguiente, con el desarrollo de la investigación, 
se estudiaron diferentes teóricos nacionales e internacionales tomando como 
presupuesto, la investigación comparada como instrumento para la recolección de 
información.  
A partir de lo dicho, y para llevar a cabo el objeto del artículo de la investigación, se 
abordará el estudio desde tres aspectos importantes i) conceptualización de la 
Fecundación In Vitro ii) Formas de regulación de la Fecundación In Vitro conocidas 
en la actualidad a través del estudio de casos iii) La Fecundación In Vitro en 




REGULACION DE LA FECUNDACION INVITRO EN COLOMBIA Y EN EL 
DERECHO COMPARADO 
 
Puestos de presente las omisiones legislativas en referencia a la fecundación 
IN VITRO resulta imperioso identificar cual es la regulación normativa que se 
desarrolla en Colombia de cara a los procedimientos adelantados por diferentes 
países que en la actualidad cuentan con una regulación normativa respecto del 
tema que se estudia.  
i)Conceptualización de la Fecundación In Vitro. 
La fecundación in vitro se define como la técnica de reproducción asistida que 
involucra fecundación extracorpórea. La técnica consiste en una estimulación 
ovárica controlada mediante medicamentos aplicados a la mujer con la intención 
de obtener múltiples folículos, los cuales contienen los ovocitos que serán 
aspirados posteriormente vía vaginal. Esos ovocitos serán fertilizados en el 
laboratorio (“in vitro”) y, posteriormente, los ovocitos que sean fertilizados y 
progresen adecuadamente a embriones serán transferidos a la cavidad uterina1. 
Por otro lado, cuando se trata de hablar de eficacia de la fecundación in vitro, es 
muy difícil conseguir datos fiables, pues actualmente, la mayor parte de las parejas 
que acuden a las clínicas para hacer uso de mencionada técnica de reproducción 
humana asistida, tienen un diagnóstico que es presuntivo. (Pardo, 2013). 
La Fecundación In vitro es un proceso técnico que logra el embrión al unir el 
esperma con el ovulo fuera del claustro materno, que luego es trasplantado a éste 
para que el embarazo continúe en su desarrollo natural. Es complejo y costoso, por 
lo que es preciso fecundar muchos óvulos e implantar embriones varios (dos, tres 
o cuatro, pues menos de tres disminuye la posibilidad de embarazo y más de cuatro 
se corre el riesgo de embarazos múltiples), bajo el riesgo de múltiples embarazos, 
abortos y partos prematuros. Además, se pierden embriones. La trasferencia al 
útero de embriones producidos in vitro se denomina FIV. Esta técnica ha permitido 
que surja otra conocida como FIVTIG (Transferencia intrauterina de gametos), en 
                                                          
1 Dra. Fiorella Bagnarello González Ginecóloga obstetra, subespecialista en Medicina Reproductiva Humana 
virtud de la cual durante la misma operación de extracción de óvulos se depositan 
estos junto con el semen en las trompas de la mujer. (Iván Escobar Fornos, 2007). 
La fecundación in vitro, es el estándar del transcurso de fundición entre óvulo y 
espermatozoide que se da dentro del laboratorio, más no durante el proceso natural 
de la copulación, es decir en el útero de la madre. Este método es el que se lleva a 
cabo con más frecuencia en el mundo. 
A este respecto Luis Kushner, conceptualiza que: 
“El proceso de la (FIV) consiste en la estimulación exógena de los ovarios mediante 
gonadotrofinas humanas o recombinantes (sintéticas); extracción de los óvulos 
mediante un procedimiento quirúrgico mínimamente invasivo (aspiración folicular 
eco-guiada); fertilización in vitro en el laboratorio de embriología previa selección y 
clasificación de la calidad ovocitaria y capacitación espermática; cultivo embrionario 
sistemático; y transferencia de embriones en la cavidad uterina, a la espera de una 
implantación satisfactoria”.  
Se puede colegir inicialmente que quien no tenga las condiciones económicas 
necesarias para pagar un tratamiento de las FIV, no podrán tener hijos, si los 
medios naturales no se lo permiten. Los derechos sexuales y reproductivos, hacen 
parte de ese reconocimiento de la persona, de su libertad, de ese derecho a decidir 
sobre su cuerpo, y por ende acceder a los avances de la ciencia, si es necesario. 
Dentro de los mecanismos de protección de los derechos sexuales y reproductivos 
que en lagunas legislaciones del mundo se encuentran innominados, su protección 
se ha mediante la legislación internacional, pactos internacionales y documentos 
de las Naciones Unidas, entre los más representativos podemos destacar: 
Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948); Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (1976); Pacto de Derechos Económicos y Sociales 
(1976); Convención Internacional para la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (1981); Convención sobre los Derechos del Niño 
(1990), Declaración y Programa de Acción de la Conferencia Internacional de 
Derechos Humanos, Viena (1993), Programa de Acción de la Conferencia 
Internacional de Población y Desarrollo, El Cairo (1994), Programa de Acción de la 
Conferencia Mundial de la Mujer, Beijing (1995).  
La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha sido una guardiana de los 
derechos sexuales y del derecho al acceso a la ciencia, y sobretodo protegiendo 
ese derecho de la libre autodeterminación de las personas a crear familia, y la 
protección del acceso a los avances de la ciencia en el caso específico de la FIV.  
La Corte Interamericana, citando lo dicho por la Organización Mundial de la Salud, 
ha señalado que: “la infertilidad puede ser definida como la imposibilidad de 
alcanzar un embarazo clínico luego de haber mantenido relaciones sexuales sin 
protección durante doce meses o más”. Las causas más comunes de infertilidad 
son, entre otras, daños en las trompas de Falopio, adherencias tubo-ováricas, 
factores masculinos (por ejemplo, bajo nivel de esperma), endometriosis, factores 
inmunológicos o pobre reserva ovárica. Se estima que la incidencia de la infertilidad 
asciende a un aproximadamente 10% de las mujeres en edad reproductiva”. Dentro 
del caso en comento podemos inferir que es necesario que se protejan los derechos 
de las parejas o de la mujer, en su decisión de fundar una familia consanguínea, 
pues así como es necesario proteger la decisión de no tener hijos, de tener una 
cantidad de hijos de manera responsable, de formar familia a partir de la adopción, 
es igualmente importante proteger el derecho al acceso a la biotecnología para 
tener el derecho a fundar una familia, pues en cada caso son decisiones que solo 
están presentes dentro de la esfera íntima de las personas, en este contexto ni el 
estado, ni terceros pueden vulnerar de manera alguna este derecho. (Monroy JP, 
Téllez RF, 2016).  
La literatura especializada ha generado una serie de reflexiones variadas, amplias 
y profundas respecto al impacto que han tenido las llamadas "técnicas de 
reproducción humana asistida" (TRHA), siendo el ejemplo paradigmático de ellas 
la fecundación in vitro (FIV). Hay una breve historia que sigue a una larga tradición 
en los estudios sobre el tema de la infertilidad, desde que ocurrió el primer 
nacimiento por medio de FIV en el Reino Unido en 1978 con Robert Edwards y 
Patrick Steptoe; en Latinoamérica, el primer nacimiento se consiguió en Colombia 
en 1985 con el equipo de Elkin Lucena. Estos eventos, entre otros muchos, ocurren 
después de lo que se ha considerado el nacimiento de una de las éticas aplicadas 
con mayor desarrollo hacia el final del pasado siglo, la llamada "bioética". (Jorge 
Alberto Álvarez-Díaz,2014). 
ii)Formas de regulación de la Fecundación In Vitro conocidas en la actualidad a 
través de las legislaciones foráneas. 
 
a) Legislación de Costa Rica 
 
En 1995, el Ministerio de Salud de Costa Rica emitió el decreto ejecutivo 24029-S1 
denominado ‘Fertilización in vitro y transferencia de embriones’, el cual aprobaba la 
reproducción asistida homóloga entre cónyuges, aunque incluía varios requisitos, 
entre ellos que se tratara del último medio técnico para conseguir el embarazo y 
que, habiendo sido informados acerca de la adopción, hayan renunciado a ella. 
Además, permitía la reproducción asistida heteróloga con otros requisitos. 
Posteriormente, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 
costarricense, por sentencia del 15 de marzo de 2002, con el voto disidente de dos 
magistrados, declaró inconstitucional el decreto 24029-S1 por razones de fondo y 
forma. Entre de los argumentos principales expuestos se menciona que a partir de 
la fecundación ya existe persona, además de que no hay que pasar por alto que el 
embrión es un sujeto de derecho y no un mero objeto; respecto de dicha postura, 
el artículo 4.1 del Pacto de San José dispone el respeto a la vida desde la 
concepción, de allí que las Técnicas de Reproducción Asistida (TRA) representan 
un atentado contra la vida humana, debido a la pérdida elevada de embriones, 
considerados seres humanos.  
En junio del 2011, Costa Rica incumplió, por tercera vez, el plazo dado por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) para aprobar la 
fecundación in vitro, pues el Congreso archivó un proyecto de ley en la materia, lo 
que expuso al país a una demanda internacional. Con una votación de 26 contra 
25, los diputados desecharon el proyecto de ley con el que el Gobierno pretendía 
regular esta técnica de reproducción asistida para evitar que el país sea acusado 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), cuya sede se 
encuentra precisamente en San José. (Grettel Campos Vargas,2012) 
La sentencia emitida por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Costa Rica 
de 15 de marzo de 2000, mediante la cual se declaró inconstitucional el Decreto 
Ejecutivo No.  24029-S, se regulaba la técnica de Fecundación In Vitro (FIV).  Esta 
sentencia implicó que se prohibiera la FIV en Costa Rica, y en particular, generó 
que algunas de las víctimas del presente caso debieran interrumpir el tratamiento 
médico que habían iniciado, y que otras se vieron obligadas a viajar a otros países 
para poder acceder a la FIV.   
El 28 de noviembre de 2012 la Corte Interamericana de Derechos Humanos declaró 
responsable internacionalmente al Estado de Costa Rica, por haber vulnerado el 
derecho a la vida privada y familiar y el derecho a la integridad personal en relación 
con la autonomía personal, a la salud sexual, el derecho a gozar de los beneficios 
del progreso científico y tecnológico y el principio de no discriminación, 
consagrados en los artículos 5.1, 7, 11.2 y 17.2. (Caso Artavia Murillo y otros Vs 
Costa Rica, 2012). 
A continuación, la Corte Interamericana de Derechos Humanos – CIDH-  en un 
estudio del caso da Alcance de los derechos a la integridad personal, libertad 
personal y vida privada y familiar a la luz de la Convención Americana. Según reza 
la anterior en su artículo 11 requiere la protección estatal de los individuos frente a 
las acciones arbitrarias de las instituciones estatales que afectan la vida privada y 
familiar. Además, prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva en la vida privada de 
las personas, enunciando diversos ámbitos de la misma como la vida privada de 
sus familias.  Así mismo sostiene que el ámbito de la privacidad se caracteriza por 
quedar exento e inmune a las invasiones o agresiones abusivas o arbitrarias por 
parte de terceros o de la autoridad pública. Incluso, ha interpretado en forma amplia 
el artículo 7 de la Convención Americana al señalar que éste incluye un concepto 
de libertad en un sentido extenso como la capacidad de hacer y no hacer todo lo 
que esté lícitamente permitido. 
El ámbito de protección del derecho a la vida privada ha sido interpretado en 
términos amplios por los tribunales internacionales de derechos humanos, al 
señalar que éste va más allá del derecho a la privacidad. La protección a la vida 
privada abarca una serie de factores relacionados con la dignidad del individuo, 
incluyendo, por ejemplo, la capacidad para desarrollar la propia personalidad y 
aspiraciones, determinar su propia identidad y definir sus propias relaciones 
personales. El concepto de vida privada engloba aspectos de la identidad física y 
social. La vida privada incluye la forma en que el individuo se ve a sí mismo y cómo 
decide proyectarse hacia los demás, y es una condición indispensable para el libre 
desarrollo de la personalidad. (Caso Artavia Murillo y otros Vs Costa Rica, 2012). 
La CIDH ha señalado en la sentencia objeto de estudio que la maternidad forma 
parte esencial del libre desarrollo de la personalidad de las mujeres. Teniendo en 
cuenta todo lo anterior, la CIDH considera que la decisión de ser o no madre o 
padre es parte del derecho a la vida privada e incluye, en el presente caso, la 
decisión de ser madre o padre en el sentido genético o biológico. Aparte de eso, 
considera que el presente caso trata de una combinación particular de diferentes 
aspectos de la vida privada, que se relacionan con el derecho a fundar una familia, 
el derecho a la integridad física y mental, y específicamente los derechos 
reproductivos de las personas. 
El derecho a la vida privada se relaciona con: i) la autonomía reproductiva, y ii) el 
acceso a servicios de salud reproductiva, lo cual involucra el derecho de acceder a 
la tecnología médica necesaria para ejercer ese derecho. El derecho a la autonomía 
reproductiva está reconocido también en el artículo 16 (e) de la Convención para la 
eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, según el cual 
las mujeres gozan del derecho “a decidir libre y responsablemente el número de 
sus hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la 
educación y los medios que les permitan ejercer estos derechos”.  (Caso Artavia 
Murillo y otros Vs Costa Rica, 2012). 
 
 
- Efectos de la prohibición absoluta de la FIV   
La CIDH logró comprobar que existió una injerencia tanto por el efecto prohibitivo 
que en general causó la sentencia de la Sala Constitucional, así como el impacto 
que lo anterior produjo en las presuntas víctimas en el presente caso, la CIDH 
considera necesario entrar a analizar si dicha injerencia o restricción se encuentra 
justificada. Antes de entrar a efectuar un juicio de proporcionalidad al respecto, el 
Tribunal Internacional estima pertinente analizar en detalle el argumento principal 
desarrollado por la Sala Constitucional: que la Convención Americana obliga a 
efectuar una protección absoluta del "derecho a la vida" del embrión y, en 
consecuencia, obliga a prohibir la FIV por implicar la pérdida de embriones.   
El artículo 4.1 de la Convención Americana señala:   
Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará 
protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción.  Nadie 
puede ser privado de la vida arbitrariamente. 
Paralelamente, la CIDH entiende que el término “concepción” no puede ser 
comprendido como un momento o proceso excluyente del cuerpo de la mujer, dado 
que un embrión no tiene ninguna posibilidad de supervivencia si la implantación no 
sucede. Prueba de lo anterior, es que sólo es posible establecer si se ha producido 
o no un embarazo una vez se ha implantado el óvulo fecundado en el útero, al 
producirse la hormona denominada “Gonadotropina Coriónica”, que sólo es 
detectable en la mujer que tiene un embrión unido a ella. (Caso Artavia Murillo y 







La CIDH estableció que su Sentencia constituye per se una forma de reparación y, 
adicionalmente, ordenó al Estado de Costa Rica:   
i) Tomar las medidas apropiadas para que quede sin efecto con la mayor 
celeridad posible la prohibición de practicar la fecundación in vitro y para 
que las personas que deseen hacer uso de dicha técnica de reproducción 
asistida puedan hacerlo sin encontrar impedimento al efecto;   
ii) El Estado deberá, a la brevedad, regular los aspectos que considere 
necesarios para su implementación y establecer sistemas de inspección 
y control de calidad de las instituciones o profesionales calificados que 
desarrollen este tipo de técnica de reproducción asistida. 
iii) La Caja Costarricense de Seguro Social deberá incluir gradualmente la 
disponibilidad de la Fecundación in Vitro dentro de sus programas y 
tratamientos de infertilidad en su atención de salud, de conformidad con 
el deber de garantía respecto al principio de no discriminación.   
Además,  el  Estado de Costa Rica  como  reparación  deberá:  i)  otorgar  
gratuitamente  el  tratamiento psicológico  a las víctimas que así lo requieran; ii) 
publicar el resumen oficial elaborado por la  Corte  en  el  diario  oficial,  en  un  
periódico  de  amplia  circulación  nacional  y  tenerlo disponible  en  un  sitio  web  
de  la  rama  judicial;  iii)  implementar  programas  y  cursos permanentes de 
educación y capacitación en derechos humanos, derechos  reproductivos  y no  
discriminación  dirigidos  a  funcionarios  judiciales,  y  iv)  pagar  indemnizaciones 
compensatorias por daño material e inmaterial a las víctimas.  La Corte 
Interamericana de Derechos Humanos supervisará el cumplimiento íntegro de la 
Sentencia y dará por concluido el caso una vez que el Estado haya dado cabal 




b) Legislación Europea 
Más allá de los supuestos concretos, cuando el TEDH se enfrenta a un asunto como 
la reproducción asistida basa sus argumentaciones en tres elementos clave: 1) La 
amplitud en los márgenes del artículo 8 del convenio de Roma, considerando que 
determinados supuestos se engloban dentro de la vida privada y familiar, aunque el 
precepto no lo diga expresamente; 2) El amplio margen que se otorga a los Estados 
para regular algunos supuestos en lo que no existe unanimidad de regulación; 3) 
Respeto por la decisión interna de regular o no cuestiones concretas. El Tribunal 
se muestra especialmente sensible con los asuntos más relacionados con la 
bioética, ante los cuales se muestra neutral en cuanto a la decisión del Estado de 
legislar o no. El verdadero trabajo comienza para el TEDH cuando el Estado sí 
decide regular, pues en ese caso, más que evaluar la forma concreta en cómo lo 
hace, garantiza que dicha regulación sea conforme a las estipulaciones que marca 
el Convenio de Roma. Resulta evidente que tratar de buscar la homogeneidad de 
regulaciones en asuntos como el aquí tratado sería casi una utopía, pero ello no es 
óbice para que la labor del Tribunal no vaya encaminada a conseguir, en la medida 
de lo posible, unos estándares comunes para todos. Hasta el momento el Tribunal 
ha desarrollado su labor con una gran cautela, pero nos encontramos ante 
supuestos complejos, cuyo número va en aumento, y quizá la labor del TEDH 
debería ser más profunda. El respeto por el margen de apreciación que se ha 
otorgado a los Estados, y la falta de consenso en un tema difícil y tan relacionado 
con los derechos más esenciales, no pueden ser un límite para que el Tribunal 
reconozca abiertamente las posibles violaciones que las normativas internas 
provocan en el Convenio. 
Aunque esto suele ser lo habitual en las interpretaciones del Tribunal, quizá no sea 
suficiente, y en algunos casos sea necesario adentrarse más en el fondo del asunto 
para impedir injerencias indebidas en derechos que cada vez más están presentes 
en nuestra sociedad.  (María del Pilar Moreno Martin-Salas,2016). 
 
Caso Evans Vs Reino Unido  
 
Los hechos se remontan al caso Evans Vs el Reino Unido, de 10 de abril de 
2007, en amparo del convenio para los Derechos Humanos, y las Libertades 
Fundamentales, a petición de la Sra. Natallie Evans y su pareja, al comenzar un 
tratamiento de fertilización, son informados por el equipo médico de la existencia 
de células precancerosas en los ovarios de la demandante, por lo que se debían 
extirpar. Se les ofreció comenzar un proceso de fecundación in vitro. En virtud de 
la Ley aplicable (Human Fertilisation and Embryology Act 1990), ambos miembros 
de la pareja tenían que prestar consentimiento firmado, el cual podían retirar antes 
de la implantación del embrión en el útero de la demandante. La relación 
sentimental se rompe antes de la implantación del embrión y la pareja de la Sra. 
Evans, decide retirar el consentimiento solicitando la destrucción de los embriones. 
(Caso Evans Vs el Reino Unido,2007). 
 La Sa. Evans tras agotar la vía interna, acude a Estrasburgo alegando, entre otras 
violaciones, una injerencia en su derecho al respeto de la vida familiar. El TEDH 
tendrá que considerar el derecho al respeto de la vida familiar no sólo desde la 
perspectiva de la Sra. Evans, sino también desde la óptica de su pareja. El Tribunal 
de Estrasburgo subraya que la Ley aplicable es la culminación de un excepcional 
examen detallado de las implicaciones sociales, éticas y legales en el campo de la 
fertilización humana. También destaca la inexistencia de consenso en el ámbito de 
los países del Consejo de Europa en esta materia, por lo que se dejará un amplio 
margen de apreciación a los Estados, margen revisable por el Tribunal de 
Estrasburgo, cuando proceda. Tras reflejar el contexto del caso, el TEDH, 
centrándose en el supuesto de hecho concreto, considera que ni los derechos del 
Sr. J. desde la perspectiva del artículo 8 CEDH son menos dignos de ser respetados 
que los de la demandante, ni en el equilibrio de intereses en conflicto la balanza 
tenga que inclinarse necesariamente a favor de la Sra. Evans. (Omar Bouzza Ariño, 
2017) 
La sentencia realizó énfasis en el respeto de la dignidad humana y el 
consentimiento libremente prestado, así como el deseo de asegurar un justo 
equilibrio de los intereses de las partes en los tratamientos de fertilización in vitro. 
En virtud de estos principios, el TEDH valoró y subrayó la decisión del legislador de 
establecer previsiones que permitan a las personas que se someten a un 
tratamiento de este tipo conocer de antemano que no se va a hacer ningún uso de 
su material genético sin su consentimiento, mantenido a lo largo de todo el proceso.  
El TEDH, como no hay consenso en la materia en el seno de los países que forman 
el Consejo de Europa y las normas internas son claras, considera que las 
autoridades británicas han ponderado adecuadamente los intereses contrapuestos. 
Ratifica, por tanto, la decisión y considera que no se ha violado el derecho al respeto 
de la vida privada y familiar de la demandante. (Omar Bouzza Ariño, 2017). 
 
Caso Parillo Vs Italia  
 
El caso se originó en una aplicación (no. 46470/11) en contra de la República 
Italiana presentada ante la Corte de conformidad con el artículo 34 de la 
Convención para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales, por la Sra Adelina Parrillo el 26 de julio de 2011. Alegó, que la 
prohibición en la sección 13 de La ley no. 40 de 19 de febrero de 2004 sobre la 
donación de embriones para la investigación científica concebidos mediante 
reproducción asistida era incompatible con su derecho al respeto de su vida privada 
y su derecho al disfrute pacífico de sus posesiones garantizado por el artículo 8 de 
la Convención y el artículo 1 del Protocolo No. 1 de la Convención respectivamente. 
En 2002 se había recurrido a técnicas de reproducción asistida, someterse in vitro 
fertilización “fecundación in vitro” el tratamiento con su pareja en el Centro de 
medicina reproductiva en el Hospital Europeo en Roma. Los cinco embriones 
obtenidos a partir del tratamiento de FIV se colocaron en la criopreservación. 
Antes de que los embriones podrían ser implantados pareja del solicitante murió, el 
12 de noviembre de 2003, en un ataque con bomba en Nasiriya (Irak) mientras él 
estaba informando sobre la guerra. La Sra Parillo solicitó al director del centro para 
liberar los cinco embriones criopreservados para que pudieran ser utilizados para 
la investigación de células madre. El director se negó a cumplir con su petición por 
considerar que este tipo de investigación fue prohibido y se castiga como un delito 
en Italia bajo la sección 13 de la Ley núm. 40 de 19 de febrero de 2004. 
La Corte Constitucional Italiana declaró inconstitucional la disposición sección 14 
(2) de la Ley No. 40/2004, según el cual las técnicas de producción de embriones 
no deben dar lugar a la creación de un mayor número de embriones que el 
estrictamente necesario para “un solo y simultánea implantación y en ninguna 
circunstancia se crearon más de tres embriones”. También declaró la sección 14 
(3) inconstitucional en razón de que no preveía que la transferencia de los 
embriones se debe realizar sin poner en peligro la salud de la mujer. Por último, la 
Corte observa que en este caso la elección de donar los embriones en cuestión a 
la investigación científica emana del solicitante solo, ya que su compañero está 
muerto. La Corte no tiene ninguna prueba que certifique que su compañero, que 
tenía el mismo interés en los embriones en cuestión como el solicitante en el 
momento de la fecundación, se habría hecho la misma elección. Por otra parte, no 
existen normas que rigen esta situación a nivel nacional. El TEDH considera que el 
Gobierno Italiano no sobrepasó el amplio margen de apreciación y que la 
prohibición en cuestión era necesaria en una sociedad democrática en el sentido 
del artículo 8. 2 de la Convención (Caso Parillo Vs Italia,2015). 
 
Ley 14/2006, de 26 de mayo – España  
 
En el ordenamiento jurídico español se regula la reproducción artificial 
post mortem, primero, en el art. 9 de la Ley 35/1988 de 22 de noviembre sobre 
Técnicas de Reproducción Asistida y, con posterioridad, en el vigente art. 9 de la 
Ley 14/2006 de 26 de mayo sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida bajo 
el enunciado “Premoriencia del marido”. De una forma sintética cabe afirmar que la 
regla general es la prohibición de tal hipótesis, ya que el párrafo primero sólo admite 
el uso de las técnicas de reproducción asistida en vida de los cónyuges o de la 
pareja de hecho. Pero excepcionalmente se enerva tal prohibición en los párrafos 
2o y 3o, de modo que puede utilizarse el material genético del varón fallecido si se 
dan dos requisitos: que exista consentimiento por parte del varón a la reproducción 
artificial tras el fallecimiento y que dicha reproducción se produzca dentro de un 
límite temporal (doce meses desde el fallecimiento). Pero en realidad aquí la 
excepción tiene tal amplitud que en la práctica adquiere rango de ley con el mismo 
contenido y efectos que la aludida regla general. (Alma María Rodríguez 
Guitian,2015). 
Esta Ley se enmarca precisamente en esa línea e introduce importantes 
novedades. En primer lugar, define claramente, con efectos exclusivamente 
circunscritos a su ámbito propio de aplicación, el concepto de pre embrión, 
entendiendo por tal al embrión in vitro constituido por el grupo de células resultantes 
de la división progresiva del ovocito desde que es fecundado hasta 14 días más 
tarde. Además, en línea con lo que dispone la Constitución Europea, prohíbe la 
clonación en seres humanos con fines reproductivos. 
La Ley sigue un criterio mucho más abierto al enumerar las técnicas que, según el 
estado de la ciencia y la práctica clínica, pueden realizarse hoy día. Sin embargo, 
evita la petrificación normativa, y habilita a la autoridad sanitaria correspondiente 
para autorizar, previo informe de la Comisión Nacional de Reproducción Humana 
Asistida, la práctica provisional y tutelada como técnica experimental de una nueva 
técnica; una vez constatada su evidencia científica y clínica, el Gobierno, mediante 









iii)La Fecundación In Vitro en Colombia a través de los pronunciamientos de la 
Corte Constitucional y su posible regulación normativa. 
 
El control de convencionalidad  
 
El control de convencionalidad es un mecanismo de protección procesal 
transnacional que ejerce la Corte cuándo el derecho interno (Constitución, ley, acto 
administrativo, jurisprudencia, prácticas administrativas o judiciales), es 
incompatible con la CADH, con el objeto de garantizar la supremacía de la citada 
convención, mediante un examen de confrontación normativo (derecho interno con 
el tratado). 
Es dual y paralelo, toda vez que existe uno concentrado, (i), y otro difuso (ii), que 
funcionan al mismo tiempo sin mezclarse entre sí. Veamos: 
(i)  Control concentrado de convencionalidad (por vía de acción).  Es el que se ejerce 
en el proceso constitucional transnacional, es decir, únicamente en los procesos 
adelantados ante la Corte. Lo denominamos de acción, toda vez que debe existir 
una excitación externa, que ponga en movimiento la jurisdicción constitucional 
trasnacional, lo cual corresponde generalmente al informe presentado de la 
comisión ante la Corte. Las sentencias proferidas en ejercicio de tal control, 
constituyen precedente vinculante, en la medida que la razón para decidir un caso 
concreto, sirva como sub-regla para decidir casos futuros, por lo que tales 
decisiones deben ser acogidas por todos los Estados Parte, o, dicho en otras 
palabras, las sentencias de la Corte constituyen fuente de derecho en la categoría 
de sub-reglas en el derecho internacional de los derechos humanos. 
(ii) Control difuso de convencionalidad (por vía incidental o de excepción).  Es aquel 
que se ejerce en los procesos judiciales o administrativos adelantados en el derecho 
interno.  En virtud de este tipo de control, cualquier juez nacional o funcionario ante 
el cual se adelante un debido proceso, puede inaplicar una disposición 
constitucional, legal o reglamentaria, cuando encuentre que choca, vulnera, 
quebranta o viola la CADH, dando aplicación directa al tratado.  Se trata de un 
control concreto, como quiera que se presenta en procesos civiles, penales, 
administrativos, constitucionales, etc., razón por la cual sus efectos son inter partes. 
En efecto, el juez nacional inaplica el derecho interno y en su lugar aplica la 
convención u otro tratado, mediante un examen de confrontación normativo 
(derecho interno con el tratado) en un caso concreto y adopta una decisión judicial 
protegiendo los derechos humanos.  Como lo puede realizar cualquier juez o 
funcionario que instruya un proceso administrativo, puede denominarse control 
difuso de convencionalidad o excepción de inconvencionalidad, ya que por regla 
general un juez debe aplicar el derecho interno, so pena de incurrir en prevaricato 
por omisión, pero por excepción podrá inaplicar el derecho interno para aplicar 
directamente la CADH. (Velandia Canosa, 2009). 
Ahora bien, en el entendido de resaltar la existencia de otras fuentes de 
interpretación en el ámbito internacional, más allá de las costumbres y tratados, 
pues es de considerar la clasificación de fuentes entre el llamado derecho duro 
“hard law” y el derecho blanco “soft law”.  
La mayoría de la doctrina establece que las fuentes contenidas en el artículo 38 son 
derecho duro y que las nuevas constituyen el derecho blando. Una corriente de la 
doctrina señala que “el artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia 
no debería erróneamente ser referido como la regla universal que gobierna la lista 
finita de fuentes, teniendo en cuenta su demostrada obsolescencia y su 
insuficiencia. Todavía no hay una definición única o que cuente con una amplia 
aceptación entre la doctrina jurídica de lo que significa el soft law. Alan Boyle lo 
define como “una simple descripción para una variedad de instrumentos no legales 
obligatorios empleados en las relaciones internacionales contemporáneas por los 
Estados y los organismos internacionales” Como ejemplos de este se consideran 
las resoluciones de los organismos internacionales y los actos unilaterales de los 
Estados. El jurista francés Allain Pellet establece que el derecho blando o soft law 
es también llamado por los juristas franceses como el derecho “verde”, “suave”, 
“declamatorio”, sin hablar de aquellos que son negadores de las expresiones 
“prederecho”, “paraderecho”, “metaderecho”, etc. “Estas apelaciones imaginadas 
describen una realidad única: la conjunción de una zona gris donde los juristas 
clásicos rechazan ver reglas jurídicas y que constituyen una normativa degradada 
entre el ‘buen derecho’ de los positivistas voluntaristas y el ‘no derecho. (Carlos Cerda 
Dueñas,2017). 
 
La Constitución Política de Colombia en su artículo 42, inciso quinto 
establece: 
 “Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados y procreados 
naturalmente o con asistencia científica, tienen iguales derechos y deberes. La ley 
reglamentará la progenitura responsable”. 
De conformidad a lo anterior, se puede concluir que en Colombia no existe 
restricción constitucional para restringir la práctica de técnicas de reproducción 
humana asistida. En el Congreso de la República de Colombia se han realizado 
varios intentos por reglamentar total o parcialmente la materia, tal como puede 
apreciarse, con la enunciación de los siguientes proyectos de ley, entre otros, los 
cuales dan cuenta de la necesidad de reglamentar el tema:  
Proyecto de ley 47/1998 Senado, por la cual se dictan normas referentes a la 
aplicación de los métodos científicos de procreación humana asistida, se modifican 
algunos artículos del Código Civil y Penal y se dictan otras disposiciones.  
Proyecto de ley 45/00 Senado, por la cual se dictan normas referentes a la 
aplicación de los métodos de procreación humana asistida, sobre el genoma 
humano de nuestra diversidad étnica, se modifican algunos artículos del Código 
Civil y se dictan otras disposiciones.  
Proyecto de ley 029 de 2003 Cámara, por el cual se modifica el ordenamiento civil 
regulando lo referente a procedimientos y técnicas de procreación humana asistida 
y se dictan otras disposiciones. 
Proyecto de ley 100/03 Cámara, por medio de la cual se reglamenta la inseminación 
artificial en la legislación colombiana y se dictan otras disposiciones.  
Proyecto de ley 64/05 Cámara, por medio de la cual se permite el aborto en 
Colombia cuando el embarazo sea resultado de una conducta constitutiva de 
acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, abusivo, de inseminación artificial 
o transferencia de óvulo fecundado no consentidas.  
Proyecto de ley 082/15 Cámara, por el cual tiene por objeto establecer lineamientos 
para el desarrollo de la política pública de prevención de la infertilidad y su 
tratamiento, bajo parámetros de salud reproductiva. En ese sentido, se ordena el 
establecimiento de esquemas de atención, diagnóstico y tratamiento frente a la 
infertilidad. 
Dentro de este contexto se ha evidenciado la necesidad de una “regulación 
exhaustiva y del cumplimiento de una serie de requisitos y condiciones” como los 
siguientes: (i) que la mujer tenga problemas fisiológicos para concebir; (ii) que los 
gametos que se requieren para la concepción no sean aportados por la mujer 
gestante (quien facilita su vientre); (iii) que la mujer gestante no tenga como móvil 
un fin lucrativo, sino el de ayudar a otras personas; (iv) que la mujer gestante 
cumpla una serie de requisitos como mayoría de edad, salud psicofísica, haber 
tenido hijos, etc.; (v) que la mujer gestante tenga la obligación  de someterse a los 
exámenes pertinentes antes, durante y después del embarazo, así como a 
valoraciones psicológicas; (vi) que se preserve la identidad de las partes; (vii) que 
la mujer gestante, una vez firmado el consentimiento informado, e implantado el 
material reproductor o gametos, no pueda retractarse de la entrega del menor; (viii) 
que los padres biológicos no pueden rechazar al hijo bajo ninguna circunstancia; 
(ix) que la muerte de los padres biológicos antes del nacimiento no deje 
desprotegido al menor; y (x) que la mujer gestante sólo podría interrumpir el 
embarazo por  prescripción médica, entre otros. (Sentencia T-968,2009). 
El 09 de agosto de dos mil diez, fue proferida sentencia de tutela, en este caso de 
la Corte Constitucional, como órgano de revisión de los fallos proferidos por el 
Juzgado Veintinueve Civil Municipal de Cali – Valle y el Juzgado Once Civil del 
Circuito de la misma ciudad. En donde en primera instancia negó la petición de la 
accionante al considerar que si bien la maternidad es un justo anhelo de toda mujer 
como proyección personal y de la propia especie, también lo es que cuando ésta 
no se logra por motivos de índole puramente fisiológicos que en nada afectan la 
salud de la mujer y en segunda instancia confirma la decisión a-quo argumentando 
que el problema de infertilidad de padecer la accionante y su falta de tratamiento, 
no compromete de forma grave su derecho a la vida, ni genera consecuencias 
adversas para su integridad física. 
La Corte Constitucional consideró que se presentaron los elementos necesarios 
para ordenar que se continúe con el tratamiento iniciado y requerido por la 
accionante. En este sentido, revocó las decisiones de los jueces de instancia; en 
su lugar, concedió el amparo a los derechos fundamentales a la salud y a la vida 
en condiciones dignas, y ordenó a la IPS que autorice y continuara el tratamiento 
denominado fertilización in vitro con óvulo donado, incluyendo los exámenes 
diagnósticos y los medicamentos necesarios que el médico particular determine 
para llevar a feliz término la implantación del embrión en el útero de la actora. Sin 
embargo, la Corte Constitucional consideró pertinente aclarar que el tratamiento se 
autorizará por una sola vez más, dado que la accionante tiene 42 años de edad y 
la fertilización no puede concederse de forma indefinida hasta tanto se obtenga 
como resultado un embarazo 100% viable. (Sentencia T-644,2010). 
La Corte Constitucional ha seguido los precedentes sentados en las sentencias T- 
528 de 2014 y T-274 de 2015 en las que se  acogieron  las directrices 
hermenéuticas dictadas por la Corte IDH  en el caso Artavia murillo y otros Vs Costa 
Rica,  por considerar que concilian y amplían el espectro de protección de los 
derechos sexuales y reproductivos elaborado en amplia jurisprudencia por la Corte 
Constitucional, en los casos de los tratamientos de fertilidad, siendo evidente que 
las pautas de interpretación dadas por la sentencia de la Corte IDH  garantizan, de 
forma más efectiva, los derechos reconocidos en la Constitución Política de 1991. 
Así mismo, la Corte Constitucional concluye, que la falta de un tratamiento que 
puede mejorar la salud reproductiva, lesiona claramente sus derechos 
constitucionales; recuerda, además, que de cara a las consideraciones hechas en 
la sentencia C-313 de 2014 que revisó la Ley Estatutaria en Salud, los pacientes 
tienen derecho al beneficio de las tecnología y avances de la ciencia para paliar y 
mejorar su estado de salud en las facetas que se encuentren afectadas. 
Igualmente, tal como se expuso en las consideraciones generales que se siguen 
de las  sentencias T-274 de 2015 y T-528 de 2014, la negativa de un tratamiento  
de fertilidad infringe, tanto  la dimensión reproductiva del derecho a la salud,  como 
el derecho al libre desarrollo de la personalidad, en su núcleo esencial de 
autodeterminación reproductiva y libertad para tomar las decisiones que más 
convengan en el proyecto de vida familiar,  y a la igualdad en las perspectivas 
enunciadas: (i) la que apunta a una discriminación indirecta en relación con el 
género, en tanto la utilización de las tecnologías de reproducción asistida se 
relaciona especialmente con el cuerpo de las mujeres y, por lo tanto, tiene un 
impacto negativo sobre ellas y  (ii) la que supone un trato discriminado para aquellas 
personas que sufren de infertilidad, que tienen derecho, como se indicó, a acceder 
a las técnicas necesarias para resolver los problemas de salud reproductiva, 
también de conformidad con lo establecido en el artículo 25 de la Convención sobre 
los derechos de las Personas con Discapacidad. (Sentencia T-306,2016).  
En reiteradas oportunidades la Corte Constitucional ha exhortado al Gobierno 
Nacional, por conducto del Ministerio de Salud y Protección Social y la Dirección de 
Regulación de Beneficios, Costos y Tarifas del Aseguramiento en Salud, para que 
realice la revisión de la situación que tienen que enfrentar las personas que 
padecen de infertilidad y no cuentan con recursos económicos, como es el caso de 
personas que han acudido a la acción de tutela ante la falta de reglamentación 
sobre los procedimientos de reproducción asistida en Colombia.  
Resulta necesario, para el alto tribunal constitucional, que el legislador estatutario 
regule cuestiones como: (i) La donación de óvulos. (ii) La congelación de embriones 
sobrantes. (iii) La filiación legal que resulta de la utilización de embriones después 
de la muerte de los padres. (iv) La inexistencia de limitaciones o protocolos para la 
implantación de óvulos fecundados en vientres distintos de las madres biológicas, 
lo que es conocido también como “maternidad subrogada” o “maternidad sustituta”. 
(v) Las cuestiones relativas al registro de la identidad de los donantes de 
espermatozoides u óvulos. (vi) El número de descendientes de cada donante. (vii) 
La obligatoriedad en que estarían las entidades promotoras de salud de conseguir 
óvulos cuando quien solicita la fecundación in vitro no los produce, así como la 
posibilidad de comercio óvulos, entre otras. (Sentencia T- 377, 2018). 
El derecho a la reproducción humana por medio de la ciencia, ha tratado de ser 
reglamentado en el Estado Colombiano a través de varias iniciativas legislativas, 
que por ser un tema álgido y de gran ideología frente a las creencias que puedan 
concebir algunos parlamentarios, eso ha ocurrido que no prospere y que al final de 
cada legislatura se termine archivado. Esa iniciativa Legislativa ha considerado 
como infertilidad aquella enfermedad del sistema reproductivo que impide lograr un 
embarazo clínico después de 12 meses o más de relaciones sexuales no 
protegidas. Ahora bien, ante las críticas y ausencia de normativa el 20 de febrero 
del año 2019, se expide la ley 1953 que enfatiza una política pública de prevención 
de infertilidad y tratamientos dentro de los parámetros de salud reproductiva por 
primera vez en el estado colombiano, después de exhortación de la Corte 
Constitucional al congreso de la república.  Pero, el Gobierno nacional insta al 
ministerio de salud a desarrollarla en un tiempo prudente de 6 meses, tal como reza 
lo siguiente:   
“Artículo 3°. Política pública de infertilidad. El Gobierno nacional a través del 
Ministerio de Salud y Protección Social adelantará la política pública infertilidad con 
miras a garantizar el pleno ejercicio de las garantías sexuales y reproductivas y su 
protección a través del sistema de seguridad social en salud, en el término de 6 
meses. 
La política pública de infertilidad desarrollará los siguientes componentes:  
- Investigativo: Fomento de la investigación científica, en los sectores público y 
privado, sobre las diversas causas de la infertilidad y los tratamientos que podrían 
coadyuvar a prevenirla, tratarla y curarla.  
- Preventivo: Desarrollo integral e interdisciplinar de estrategias de promoción y 
prevención de la infertilidad y las enfermedades asociadas a la misma.  
- Educativo: La educación sexual y reproductiva incluirá la información sobre 
infertilidad y su abordaje terapéutico, en temas como: hábitos de vida saludables 
que actúan como factores protectores de la infertilidad sobreviniente; la relación 
entre las causas de la infertilidad y otras patologías 1953 asociadas; los programas 
y tratamientos de infertilidad; y otros temas relevantes para la atención integral de 
esta enfermedad.  
- Diagnóstico y tratamiento oportuno: Establecimiento de esquemas de atención, 
diagnóstico y tratamiento oportuno frente a la patología infertilidad; así como 
fomento de la formación de profesionales de la salud en el área de la infertilidad, 
desde una perspectiva integral. 
 - Adopción. Establecimiento de lineamientos sociales y legales de priorización que 
permitan garantizar el derecho a formar una familia a partir de la institución de la 
adopción a las personas diagnosticadas como infértiles”  
Si bien es cierto, es un paso importante ante la ausencia de normativa, así mismo 
establece que en el término no superior a un año el Ministerio de Salud y 
Prosperidad Social reglamentará el acceso a los tratamientos de infertilidad 
mediante técnicas de reproducción humana asistida o terapias de reproducción 
asistida TRA, dejando en manos del ejecutivo ciertas medidas que a consideración 
debe ser un análisis juicioso y detallado del Congreso de la Republica.  
Ante esta especie de indiferencia estatal, “las parejas terminan sometidas a 
tratamientos extremos que implican costos económicos altísimos que no son 
cubiertos por el sistema de salud”, cuyos excesos tienen relación con una falta de 
regulación apropiada, indica el proyecto en su exposición de motivos. Por ello, 
además de abordar el tema de la infertilidad como enfermedad, la iniciativa se 
ocupa de sus efectos en las parejas, en la familia y el derecho a la 
autodeterminación reproductiva (Ámbito Jurídico, 2014). 
Pero, es de agregar que, al abordar un tema álgido como la reproducción humana 
asistida, de deja presente unos ítem determinantes para su regulación en el Estado 
Colombia y para ello es necesario traer disposiciones normativas del Gobierno de 
España estipuladas en la Ley 14 de 2006, allí está plasmado un avance importante 
a nivel internacional sobre el tema y que si bien es cierto hemos tratado de regular 
la normativa, tampoco podemos desconocer el gran avance científico que ha 
obtenido España frente a su regulación. Por ello es recomendable tener en cuenta 
los siguientes puntos que España plasmó en dicha ley frente a la posible regulación 
normativa que en una eventualidad el Congreso de la Republica pueda esclarecer 
y no dejar en manos del ejecutivo a través del ministerio de salud la regulación de 
la materia. Dichos apartes de la legislación española, son los siguientes:  
- Regular la aplicación de las técnicas de reproducción humana asistida 
acreditadas científicamente y clínicamente indicadas.  
- Regular la aplicación de las técnicas de reproducción humana asistida en la 
prevención y tratamiento de enfermedades de origen genético, siempre que 
existan las garantías diagnósticas y terapéuticas suficientes y sean 
debidamente autorizadas en los términos previstos en esta Ley.  
- La regulación de los supuestos y requisitos de utilización de gametos y 
preembriones humanos crioconservados. 
Teniendo como base lo anterior, podemos establecer las prohibiciones, los 
donantes y contratos de donación, así como los centros sanitarios y equipos 
biomédicos que deben ser cualificados para realizar dichas técnicas, además el 
Congreso de la Republica deberá tener en cuenta las responsabilidades legales de 
dichos centros, así como el rigurosos seguimiento  a los equipos médicos que sean 
óptimos y correspondan al buen desarrollo científico e investigativo para el 
desarrollo humano del Estado Colombiano; con ello, se podrá intervenir los centros 
que actualmente realizan esos tratamientos para concluir si efectivamente están 






- Para la legislación de Costa Rica, el método de la fecundación in vitro y el 
trasplante de embriones constituyen una técnica médica que se utiliza en 
muchas partes del mundo para tratar la esterilidad. Por más de sus altos 
costos y complejos que puedan llegasen a tornarse esos procedimientos, 
debe ser accesible a toda la población de manera que realmente se 
garanticen los derechos humanos. El Embrión debe ser reconocido como 
miembro de la familia humano.  
- En la Legislación Española se concibe un amplio concepto de Reproducción 
asistida puesto que les permite acceder a esos grandes avances científicos 
por medio de la tecnología, a todo tipo de mujer, que en realidad desee 
realizar el procedimiento. Así mismo, la Ley española 14/2006 de 
Reproducción Asistida no es una solución para aquellas parejas que por 
diversas circunstancias no han podido concebir, sino que en realidad se 
configura en un verdadero derecho de la mujer a la reproducción. 
- El Estado Colombiano debe fijar los parámetros y condiciones que ha 
regulado la Corte Constitucional desde la Sentencia T- 968/2009, con los 
avances científicos sobre las técnicas de reproducción humana asistida. Así 
mismo, deberá tener en cuenta los componentes de la política pública de 
prevención de infertilidad y tratamientos dentro de los parámetros de salud 
reproductiva estipulados en la ley 1953 de 2019. 
- La Corte Constitucional a realizo varias para la obtención de los derechos a 
la reproducción meramente cuando (i) se pretende garantizar la continuidad 
en la prestación del servicio de salud; y (ii) se busca garantizar la vida, la 
salud o la integridad personal, incluyendo la salud sexual y reproductivo. En 
otros pronunciamientos la Corte ha señalado que la negativa de una EPS a 
practicar un servicio de salud que haga parte de los tratamientos de fertilidad 
vulnera los derechos fundamentales del paciente, cuando del mismo 
depende su vida, salud o integridad personal. En tales casos ha fijado unas 
subreglas adicionales garantizando el acceso a: (i) la práctica de exámenes 
o procedimientos diagnósticos necesarios para precisar una condición de 
salud asociada a la infertilidad, (ii) el suministro de un medicamento y (iii) la 
práctica de tratamientos integrales en pacientes que padecen una 
enfermedad que afecta su aparato reproductor. 
- Seguir acogiendo las directrices hermenéuticas dictadas por la Corte IDH en 
el caso Artavia murillo y otros Vs Costa Rica, por considerar que concilian y 
amplían el espectro de protección de los derechos sexuales y reproductivos, 
de conformidad con las garantías dadas por la CIDH.  
- Ante la ausencia normativa, se deberá adoptar los criterios y directrices 
establecidas por la CIDH, sumándole además las garantías a los derechos y 
libertades fundamentales que ha propuesto España a través de la Ley 14 de 
2006, que serán un factor normativo para protegerá de forma eficaz la familia 
y el derecho a la procreación. 
- El Gobierno Nacional deberá tener en cuenta además de los componentes 
de la política pública de prevención de infertilidad y tratamientos dentro de 
los parámetros de salud reproductiva, los pronunciamientos de la Corte 
Constitucional sobre el manejo histórico y normativa que se ha venido dando 
sobre el tema en mención. Toda vez que es la primera vez que El estado 
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